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En convenio de cooperación interinstitucional, la Universidad Nacional Abierta y a Distancia –UNAD- y el Fondo Mixto de Cultura de Boyacá, han convenido desarrollar el Diplomado para veintidós (22) gestores culturales del departamento denominado: DIPLOMADO EN GESTIÓN CULTURAL, con el ánimo de apoyar la generación y regeneración del tejido social en la región mediante la articulación de la memoria y la imaginación colectiva en la planificación de las acciones concernientes a la valoración, conservación, investigación y difusión de procesos de desarrollo cultural.

El Fondo Mixto de Cultura de Boyacá, ha identificado necesidades de formación para  Gestores Culturales, Creadores, Directores Culturales de las diversas  provincias del departamento y la UNAD, a través del Sistema Nacional de Educación Permanente, ofrece procesos de formación Regional mediante el diseño del Diplomado, que busca ampliar los niveles de formación de dichos líderes sociales y Gestores Culturales del Departamento de Boyacá, en pro de sus mejores desempeños para beneficio de las comunidades a las cuales se hallan vinculados en Departamento de Boyacá. 

La Universidad Nacional Abierta y a Distancia -UNAD- comprometida con su Misión, ha sido y es una opción importante de formación, para las diversas poblaciones y una oportunidad real de educación, orientada por la pedagogía propia de la metodología abierta y a distancia. En tal sentido, su propósito avanza de manera firme en mantener y superar los niveles de calidad de los procesos de aprendizaje articulándose, significativamente, con la evolución de los escenarios sociales, culturales, económicos y políticos del contexto colombiano.

Los programas de la UNAD constituyen un reto y un indeclinable compromiso y garantía de estímulo hacia un mayor acceso a la educación de las poblaciones que requieren educación en los diferentes ciclos, niveles y modalidades como los diplomados, para ejercer el derecho a la participación en la vida social plena y contribuir al desarrollo y fortalecimiento de las regiones. 
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INTRODUCCIÓN: 
La Constitución Política de Colombia de 1991 dio a la Cultura el carácter de fundamento de la nacionalidad, a la vez que dispuso deberes del Estado para promover la investigación, la ciencia, el desarrollo y la difusión de los valores culturales de la nación; así como preservar el patrimonio cultural y apoyar y estimular a las personas, comunidades e instituciones que desarrollen o promuevan las expresiones culturales en el ámbito local, regional y nacional.
Teniendo en cuenta que la Constitución tiene fuerza normativa, esto es, que tiene la virtud de ser aplicada en casos concretos y con plena fuerza vinculante, además de su carácter supremo como norma de normas; sus disposiciones no pueden entenderse como meras formulaciones retóricas sino como mandatos imperativos que determinan deberes de conducta respecto de las autoridades públicas, de la sociedad y del individuo; lo cual nos conduce a considerar que la normatividad expedida en desarrollo de las disposiciones constitucionales sobre la Cultura necesitan ser difundidas, conocidas y aplicadas como medio para la afirmación de la identidad colombiana, más aun considerando que la amplitud del concepto de Cultura tiene la virtud de extenderse a toda actividad humana, pues por ella se entiende “el conjunto de rasgos distintivos, espirituales, materiales, intelectuales y emocionales que caracterizan a los grupos humanos y que comprende, más allá de las artes y las letras, modos de vida, derechos humanos, sistemas de valores, tradiciones y creencias”
. 

El presente módulo se ocupa de la identificación de los diferentes ordenamientos normativos relativos al sector cultural, internacional y nacional, así como de su objeto de regulación según se refiera a los órganos que integran el sector y el sistema cultural, a las funciones y actividades de dichos órganos y sujetos; así como a los mecanismos concretos de defensa, protección y fomento de la Cultura en el ordenamiento jurídico colombiano.

La importancia del estudio de la legislación cultural parte del concepto mismo de Estado Social de Derecho previsto en la Constitución Política, a partir del cual los deberes y responsabilidades del Estado y de la Sociedad en torno a la Cultura han de desarrollarse conforme al principio de legalidad, el cual constituye el motor y el límite de las autoridades públicas, a la vez que constituye la guía de acción de los particulares en sus relaciones con el Estado; de modo que la injerencia de las autoridades en la Cultura mediante su facultad de regulación no tenga un propósito de restricción sino de creación de condiciones para su libre desarrollo
.

Resulta entonces necesario para el Gestor Cultural el conocimiento de las autoridades culturales, de sus deberes, sus límites y su rol dentro del sistema cultural; así como las diferentes posibilidades de acción reconocidas por la legislación a los actores culturales desde sus diferentes formas asociativas; y, quizás lo más importante, el conocimiento y posibilidad de ejercicio de las acciones prácticas de gestión, protección, difusión, fomento y defensa de la Cultura.
Tal es el propósito del módulo, al cual se adjunta como guía un listado de leyes, decretos, resoluciones y documentos CONPES de gran utilidad para la actividad concreta del Gestor Cultural. 

INTENCIONALIDADES FORMATIVAS:

PROPÓSITOS:
1. Contribuir a la comprensión de la estructura normativa, organizacional y funcional sobre el sector cultural mediante el estudio de la Constitución, la Ley y los reglamentos.
2. Contribuir al desarrollo de un hábito de acatamiento y respeto por la ley mediante el conocimiento de las normas que regulan el sector cultural  como herramientas de ordenación, dirección y acción de los sujetos del sistema de cultura.

3. Generar en el estudiante una actitud critica respecto de la regulación del sector cultural con el fin de obtener y desarrollar propuestas normativas que conduzcan al mejoramiento del sistema de Cultura.
4. Fomentar el autoaprendizaje, la consulta y el estudio de las normas atinentes al sector cultural a partir del quehacer práctico de los estudiantes como actores y gestores culturales.
COMPETENCIAS Y METAS:
1 El estudiante reconocerá la importancia del conocimiento del ordenamiento jurídico para el desarrollo de una eficiente y eficaz gestión cultural.

2. El estudiante identificará y diferenciará los diferentes tipos de normas jurídicas relativas al sector cultural conforme a su jerarquía y características.
3. El estudiante identificará las disposiciones normativas aplicables a las diferentes organizaciones, trámites y actuaciones del sector cultural para la toma de decisiones relativas a su papel como Gestor Cultural.
4. El estudiante identificará vacíos, contradicciones e insuficiencias normativas con respecto a las instituciones, actores y espacios culturales y propondrá posibles soluciones ante tales eventualidades.

5. El estudiante podrá presentar adecuadamente peticiones y ejercer acciones públicas en defensa y protección de la Cultura de acuerdo con las diferentes situaciones de amenaza o vulneración que puedan presentarse.
6. El estudiante conocerá las tendencias de regulación de la Cultura en nuestro País.
UNIDAD I

FUNDAMENTOS CONSTITUCIONALES DE LA CULTURA
CAPÍTULO 1

La Cultura como fundamento de la nacionalidad

“ARTICULO   70. El Estado tiene el deber de promover y fomentar el acceso a la cultura de todos los colombianos en igualdad de oportunidades, por medio de la educación permanente y la enseñanza científica, técnica, artística y profesional en todas las etapas del proceso de creación de la identidad nacional.

La cultura en sus diversas manifestaciones es fundamento de la nacionalidad. El Estado reconoce la igualdad y dignidad de todas las que conviven en el país. El Estado promoverá la investigación, la ciencia, el desarrollo y la difusión de los valores culturales de la Nación.”

Constitución Política de Colombia
En las discusiones de la Asamblea Nacional Constituyente se planteó la necesidad de reconocer explícitamente la importancia de la Cultura en el proyecto nacional expresado en la Constitución y en la protección y fomento que debía darse a la ciencia, la tecnología y al arte, ligados a una formación intelectual, ética y estética del individuo y del ciudadano, con miras a consolidar y mantener la identidad y la soberanía nacionales mediante la formación de individuos autónomos capaces de reconocer y respetar a sus semejantes y de aportar a la obra de su comunidad, su nación y del género humano
.
Siendo la nacionalidad el vínculo que une a un individuo con un Estado, dicho vínculo se encuentra sustentado en el reconocimiento de elementos espirituales, físicos, intelectuales, afectivos, que, a pesar de ser diversos, encuentran su punto común en el pasado, en la solidaridad y en una aspiración de convivencia, igualdad, justicia, libertad y paz
.  
Tal fundamento es así digno de protección por parte del Estado tanto como derecho individual subjetivo, del mismo modo como derecho colectivo.
El Derecho a la Cultura

El acceso a la cultura se encuentra previsto en el artículo 70 de la Constitución como un deber del Estado, lo cual – correlativamente- constituye un derecho para los asociados, que, de acuerdo con su naturaleza y ubicación en la Carta, cabe en la clasificación de los Derechos Económicos Sociales y Culturales.

Este tipo de derechos (económicos, sociales y culturales) parten de la consideración de que su garantía y prestación por parte del Estado es necesaria para hacer posible el principio de igualdad, puesto que la desigualdad en la distribución de la riqueza impide a muchas personas satisfacer necesidades abocándolas a condiciones de indignidad inadmisibles en un Estado Social y Democrático, afectando el goce de los derechos individuales
.

En dicha línea doctrinal, la Corte Constitucional ha insistido en que como Derecho que es, el acceso a la Cultura no puede estar sometido a la capacidad económica de los individuos, determinando de este modo una especial atención y protección por parte del Estado. En los propios términos de la Corte, se dijo:

“Como se sabe, uno de los aspectos novedosos de la Constitución de 1991, fue el de consagrar entre los derechos fundamentales el de "acceso a la cultura de todos los colombianos en igualdad de oportunidades", (artículo 70), norma ésta en la cual, además, en forma precisa y de manera indiscutible, expresó el constituyente que "la cultura en sus diversas manifestaciones es fundamento de la nacionalidad" por eso a continuación la Constitución Política le ordena a las autoridades del Estado promover "la investigación, la ciencia, el desarrollo y la difusión de los valores culturales de la Nación". Es decir, en adelante y a partir de la Constitución de 1991, la cultura no es asunto secundario, ni puede constituir un privilegio del que disfruten solamente algunos colombianos, sino que ella ha de extenderse a todos, bajo el entendido de que por constituir uno de los fundamentos de la nacionalidad su promoción, desarrollo y difusión es asunto que ha de gozar de la especial atención del Estado.
 
3.2. Por ello, el artículo 71 de la Constitución, ordena, con absoluta claridad y de manera perentoria, que en los planes de desarrollo económico y social se incluya "el fomento a las ciencias y, en general, a la cultura" con la creación de incentivos para las personas e instituciones que "desarrollen y fomenten" la ciencia, la tecnología "y las demás manifestaciones culturales".
 
3.3. De esta suerte, no puede existir ninguna duda, sobre el claro mandato constitucional de que el Estado defina y lleve a cabo una política cultural que eleve el nivel artístico e intelectual de todos los colombianos, política ésta en la cual serán pilares esenciales el fomento de actividades encaminadas a la obtención de tales fines, para lo cual no puede ser ajeno sino, al contrario, imperativo, la inclusión en el Plan Nacional de Desarrollo y en los planes seccionales de desarrollo de las entidades territoriales, de las actividades que habrán de cumplirse por el Estado para el efecto, ya sea directamente o en concurso con los particulares.”

La protección dada por la Constitución Política de Colombia al acceso a la cultura es consecuente con instrumentos internacionales de Derechos Humanos tales como la Declaración Universal de Derechos Humanos, al cual señala en su artículo 27: 

“1. Toda persona tiene derecho a tomar parte libremente en la vida cultural de la comunidad, a gozar de las artes y a participar en el progreso científico y en los beneficios que de él resulten.

2. Toda persona tiene derecho a la protección de los intereses morales y materiales que le correspondan por razón de las producciones científicas, literarias o artísticas de que sea autora.”

Por su parte la Convención Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, en su Artículo XIII y el Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales, en su artículo 15 reiteran en similar redacción este Derecho
, el cual, en el orden interno, debe ser interpretado de conformidad con las normas internacionales sobre su sentido, alcance y protección por mandato del artículo 93 de la Constitución Política.

Deberes constitucionales de apoyo y fomento de la actividad cultural

“ARTICULO  71. La búsqueda del conocimiento y la expresión artística son libres. Los planes de desarrollo económico y social incluirán el fomento a las ciencias y, en general, a la cultura. El Estado creará incentivos para personas e instituciones que desarrollen y fomenten la ciencia y la tecnología y las demás manifestaciones culturales y ofrecerá estímulos especiales a personas e instituciones que ejerzan estas actividades.”
Constitución Política de Colombia

Siendo la Cultura el fundamento de la nacionalidad, los esfuerzos del Estado sobre el particular deben verse reflejados en la financiación de la actividad cultural y sus diversas formas de manifestación.

Si el centro de la Cultura es el ser humano, y el ser humano es la razón de ser del Estado Social, resultaría congruente pensar que los recursos destinados en el Presupuesto General de la Nación para la financiación del sector tuviera prioridad en el gasto público, pero ello se ve desmentido ante el comportamiento de las finanzas del sector cultural en dicho presupuesto comparativamente frente a otros sectores, verbigracia, los recursos destinados a seguridad y defensa nacional, situación de inequidad tal que ha motivado audaces propuestas con miras a incrementar recursos para el sector cultural
; lo cual ha sido documentado por instancias oficiales al caracterizar la participación de la Cultura en el Presupuesto General de la Nación
.
Con todo, para dar cumplimiento a este postulado constitucional se han dispuesto diferentes fuentes y programas de financiación, tales como recursos de inversión nacional asignados a los proyectos que ejecuta el Ministerio de Cultura; recursos propios de las entidades territoriales como los originados en la Estampilla Procultura, impuestos a espectáculos públicos, venta de productos y servicios ofrecidos por entidades del sector; transferencias de los ingresos corrientes de la Nación; proyectos específicos de otras Instituciones tales como el Banco de la República, Colfuturo, Comisión Nacional de Televisión; créditos; recursos externos de convenios y cooperación internacional; y aportes del sector privado.

Valga mencionar que los recursos que el Estado destina para incentivos que se otorgan a personas e instituciones que desarrollan y fomentan actividades culturales, así como los estímulos para tales actividades no contradicen la prohibición constitucional de conceder auxilios o donaciones a personas de derecho privado, tal como lo ha aclarado la Corte Constitucional al considerar que por tratarse de fines de interés público con claro sustento en una disposición constitucional expresa (art. 70 y 71) resultan ajustados derecho tales incentivos y estímulos
, los cuales deben otorgarse en acatamiento de los principios de la función administrativa: igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad
.
Como manifestación de estos deberes encontramos normas especiales de protección de derechos de autor; incentivos fiscales en caso de donaciones a actividades culturales; industrias con tratamiento tributario especial, como la editorial por disposición de la Ley General del Libro; premios nacionales por concursos, becas, publicación de obras, apoyo a artistas etc.

La Protección del Patrimonio Cultural de la Nación
“ARTICULO 72. El patrimonio cultural de la Nación está bajo la protección del Estado. El patrimonio arqueológico y otros bienes culturales que conforman la identidad nacional, pertenecen a la Nación y son inalienables, inembargables e imprescriptibles. La ley establecerá los mecanismos para readquirirlos cuando se encuentren en manos de particulares y reglamentará los derechos especiales que pudieran tener los grupos étnicos asentados en territorios de riqueza arqueológica.”
Constitución Política de Colombia
Diferentes disposiciones constitucionales se refieren a la protección del patrimonio cultural de la Nación, entre las cuales citamos el artículo 8°, el cual establece que es obligación del Estado y de las personas proteger las riquezas culturales y naturales de la Nación; el artículo 63 que dispone que el patrimonio arqueológico de la Nación y los demás bienes que determine la ley, son inalienables, imprescriptibles e inembargables; el artículo 72, que prevé que el patrimonio cultural de la Nación está bajo la protección del Estado, de la misma manera que señala que el patrimonio arqueológico y otros bienes culturales que conforman la identidad nacional, pertenecen a la Nación y son inalienables, inembargables e imprescriptibles, consagrando a su vez el imperativo conforme al cual la ley establecerá los mecanismos para readquirirlos cuando se encuentren en manos de particulares y reglamentará los derechos especiales que pudieran tener los grupos étnicos asentados en territorios de riqueza arqueológica. Además de las anteriores disposiciones constitucionales, el artículo 333 establece que la ley delimitará el alcance de la libertad económica cuando así lo exijan el interés social, el ambiente y el patrimonio cultural de la Nación.
La ley 397 de 1997 “Por la cual se desarrollan los artículos 70, 71 y 72 y demás artículos concordantes de la Constitución Política y se dictan normas sobre patrimonio cultural, fomentos y estímulos a la cultura, se crea el Ministerio de la Cultura y se trasladan algunas dependencias”, parcialmente modificada por la Ley 1185 de 2008, asigna un carácter primordial a la preservación del patrimonio cultural de la Nación, el cual define como ”todos los bienes materiales, las manifestaciones inmateriales, los productos y las representaciones de la cultura que son expresión de la nacionalidad colombiana, tales como la lengua castellana, las lenguas y dialectos de las comunidades indígenas, negras y creoles, la tradición, el conocimiento ancestral, el paisaje cultural, las costumbres y los hábitos, así como los bienes materiales de naturaleza mueble e inmueble a los que se les atribuye, entre otros, especial interés histórico, artístico, científico, estético o simbólico en ámbitos como el plástico, arquitectónico, urbano, arqueológico, lingüístico, sonoro, musical, audiovisual, fílmico, testimonial, documental, literario, bibliográfico, museológico o antropológico”
.
 
Entre los objetivos de la política estatal con respecto al patrimonio cultural de la Nación se prevé que el Estado debe propender por la salvaguardia, protección, recuperación, conservación, sostenibilidad y divulgación del mismo, con el propósito de que sirva de testimonio de la identidad cultural nacional, tanto en el presente como en el futuro, del mismo modo que estas acciones tienen la virtud de extenderse al orden internacional en virtud de la celebración de tratados con otros países para efectos de recuperación, así como para la persecución y sanción del tráfico con esta clase de bienes.
UNIDAD II
NORMATIVIDAD INTERNA SOBRE EL SECTOR CULTURAL EN COLOMBIA

Regulación de las Instituciones Públicas Culturales

El estudio de la regulación de las instituciones públicas culturales debe hacerse necesariamente en el marco del Sistema Nacional de Cultura definido por el Decreto 1589 de 1998, entendiendo por tal “el conjunto de instancias, espacios de participación y procesos de desarrollo institucional, planificación, financiación, formación, e información articulados entre sí, que posibilitan el desarrollo cultural y el acceso de la comunidad a los bienes y servicios culturales”

En el sistema se encuentran diferentes componentes definidos por la propia normatividad así:

· Instancias son las responsables de la formulación, ejecución y seguimiento de las políticas y de los planes de cultura, conjuntamente con los espacios de participación. Las instancias culturales son el Ministerio de Cultura, las entidades y oficinas culturales territoriales tales como las Secretarías de Cultura o los Institutos de Cultura, los Fondos Mixtos para la Promoción de la Cultura y las Artes, y las demás entidades públicas o privadas, civiles o comerciales, que desarrollan, financian, fomentan, ejecutan o promueven actividades culturales y artísticas, en los ámbitos locales, regionales y nacional, tales como las bibliotecas, los museos, los archivos, las casas de cultura, las asociaciones y agrupaciones de los creadores, gestores y receptores de las diversas manifestaciones culturales, así como las empresas e industrias culturales.

· Espacios de participación son el ámbito de encuentro de todos los actores del sistema en donde se concertan las decisiones de la política y planificación cultural nacional o territorial y la vinculación y articulación con los demás sistemas.

· Procesos son el conjunto de acciones que enriquecen, potencian, transforman y divulgan el ámbito cultural, observando criterios democráticos, participativos y multiculturales.

A su vez los procesos son:

De desarrollo y fortalecimiento institucional. Fomenta y promueve la cooperación interinstitucional desde el punto de vista organizativo, administrativo, financiero y programático dirigido a las instancias encargadas de coordinar y ejecutar programas y proyectos culturales en las entidades del orden nacional y territorial.

De planificación. Se orienta a la formulación de los Planes Territoriales de Cultura y del Plan Nacional de Cultura y su integración a los Planes de Desarrollo.

De financiación. Identifica y canaliza los recursos públicos y privados nacionales, territoriales e internacionales para la ejecución de los programas y proyectos.

- Subsistemas. Hacen parte del Sistema Nacional de Cultura, los siguientes:

De gestión cultural. Mediante este subsistema se busca consolidar el Sistema Nacional de Cultura, así como la planificación de todas aquellas acciones que permitan a las instancias y a los espacios de concertación, participar y cumplir activamente con sus funciones específicas. A través de este subsistema se hará la evaluación y seguimiento de los planes, programas y proyectos culturales.

De información cultural SINIC. Conjunto de instancias y procesos de desarrollo institucional en el área de información articuladas entre sí que posibilitan la investigación y el acceso de la comunidad a la información cultural. El subsistema Nacional de Información tiene como misión recoger, organizar, procesar, comunicar y difundir la información del ámbito cultural desde y hacia las diferentes entidades gubernamentales, institucionales, artísticas o de la comunidad nacional o internacional.

De concertación. A través de este subsistema el Ministerio de Cultura impulsará programas y actividades de interés público acordes con el Plan Nacional de Cultura y los Planes Territoriales, dirigidos a rescatar, defender y promover el talento nacional; democratizar el acceso de todas las personas a los bienes, servicios y manifestaciones de la cultura y el arte, con énfasis en el público infantil y juvenil, tercera edad y discapacitados físicos, síquicos y sensoriales; consolidar las instituciones culturales y contribuir a profundizar su relación interactuante con la comunidad. Los Participantes del Subsistema Nacional de Concertación son: El Ministerio de Cultura, los entes territoriales y las entidades culturales privadas sin ánimo de lucro.

· Redes culturales. Se entienden por redes de servicios culturales, el conjunto de organizaciones y procedimientos que conducen a disponer de información y de los servicios relacionados con la misión de cada organización en los procesos culturales del país.

En la conformación de las redes debe operar el principio de cooperación interinstitucional entre las diferentes instancias y espacios de concertación que integran el Sistema Nacional de Cultura. Entre las redes culturales están las de los museos, bibliotecas, y casas de cultura.

· Consejos Nacionales de las Artes y la Cultura. Son órganos asesores del Ministerio de Cultura en la formulación de políticas, planes y programas relacionados con su respectiva área.

Además del Sistema así definido, no puede perderse de vista la actividad de los agentes culturales, quienes son los encargados de la producción y consumo de bienes y servicios culturales, los cuales incluyen a los artistas, las fundaciones, ONG’s, asociaciones, industrias culturales, instituciones educativas y empresas privadas.
La organización del sector y el funcionamiento del sistema dan lugar y actúan en espacios culturales que son los lugares donde suceden los intercambios y que está conformado por las fiestas, festivales, teatros y otras manifestaciones culturales.
En el siguiente cuadro se presentan las disposiciones que regulan las instituciones, los actores y los espacios culturales (Anexo 1):
Mecanismos de protección y defensa de la Cultura como Derecho

La Cultura como Derecho que es tanto individual como colectivo, puede protegerse mediante los recursos, acciones y procedimientos previstos en el ordenamiento jurídico, y en cuanto se refiere a acciones constitucionales, mediante la acción de tutela, las acciones populares y las acciones de cumplimiento.

No siendo ajenos entre sí los conceptos de cultura, civilidad y ciudadano, la protección de dicho derecho, en sus aspectos colectivos, puede ser reclamada por cualquier ciudadano mediante las acciones públicas mencionadas anteriormente y mediante la utilización de medios jurídicos como convocar a audiencias públicas, exigir el agotamiento de procedimientos de consulta previa, representar los intereses de la sociedad en espacios de participación institucional; hacer uso del derecho de petición y ejercer acciones como la de tutela, las acciones populares  y de grupo, acciones de cumplimiento y en general las acciones previstas por la ley para reclamar de los jueces la protección a la transparencia, moralidad, celeridad, publicidad, imparcialidad, economía, eficiencia y eficacia administrativa.

 De acuerdo con lo expresado, resulta útil el siguiente marco normativo: 

Constitución Política

Artículo 103, Inc. 3º. Mecanismos de participación democrática. El Estado contribuirá a la organización, promoción, y capacitación de las asociaciones profesionales, cívicas, sindicales, comunitarias, juveniles y benéficas, o de utilidad común no gubernamentales, sin detrimento de su autonomía con el objeto de que constituyan mecanismos democráticos de representación en las diferentes instancias de participación, concertación, control y vigilancia de la gestión pública que se establezcan.
Artículo 209. Principios, objeto y control de la función administrativa.

La función administrativa  está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad  y publicidad, mediante la descentralización, la delegación y la desconcentración de funciones.  
Artículo 270. Vigilancia ciudadana de la gestión pública.

La ley organizará las formas y los sistemas de participación ciudadana que permitan vigilar la gestión pública que se cumpla en los diversos niveles administrativos y sus resultados. 

El Derecho de petición

Constitución Política

Art. 23. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución.

Código Contencioso Administrativo.

Art. 5º. Toda persona podrá hacer peticiones respetuosas a las autoridades, verbalmente o por escrito, a través de cualquier medio.

Art. 6º. Las peticiones se resolverán o contestarán dentro de los quince (15) días siguientes a la fecha de su recibo. Cuando no fuere posible resolver o contestar la petición en dicho plazo, se deberá informar así al interesado, expresando los motivos de la demora y señalando a la vez la fecha en que se resolverá o  dará respuesta.

Art. 7º. La falta de atención a las peticiones de que trata este capítulo, la inobservancia de los términos para resolver o contestar, constituirá causal de mala conducta para el funcionario y darán lugar a las sanciones correspondientes.

Art. 17. Del derecho a la información. El derecho de petición de que trata el artículo 23 de la Constitución Política, incluye también el de solicitar y obtener acceso a la información sobre la acción de las autoridades y en particular, a que se expida copia de sus documentos.

Ley 57 de 1985. Art. 12. Toda persona tiene derecho a consultar los documentos que reposen en las oficinas públicas y a que se les expida copia de los mismos, siempre que dichos documentos no tengan el carácter reservado conforme a la Constitución o la Ley.

Ley 57 de 1985. Art. 27. Para los efectos de la presente ley, también son oficinas públicas, las de las corporaciones de elección popular. En consecuencia, los documentos que en ellas reposen son consultables por los particulares y de los mismos se pueden pedir copias o fotocopias, únicamente con las limitaciones impuestas por el carácter reservado que algunos de ellos tengan.

La acción de Tutela

Constitución Política

Art. 86. “Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento  y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública.

La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. El fallo que se será de inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Esta acción sólo procederá cuando el afectado  no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

En ningún caso podrán transcurrir mas de diez días entre la solicitud de tutela y su resolución…”

La acción de cumplimiento

Constitución Política

Art. 87. “Toda persona podrá acudir ante la autoridad judicial para hacer efectivo el cumplimiento de una ley o un acto administrativo.

En caso de prosperar la acción, la sentencia ordenará a la autoridad renuente el cumplimiento del deber omitido.”

Las acciones populares y de grupo:

Constitución Política

Art. 88. La ley regulará las acciones populares para la protección de los derechos e intereses colectivos, relacionados con el patrimonio, el espacio, la seguridad y las salubridades públicas, la moral administrativa, el ambiente, la libre competencia económica y otros de similar naturaleza que se definan en ella.

También regulará las acciones originadas en los daños ocasionados a un número plural de personas, sin perjuicio de las correspondientes acciones particulares.

Ley 472 de 1998

Artículo 4º. Derechos e intereses colectivos. Son derechos e intereses colectivos, entre otros, los relacionados con:
a) El goce de un ambiente sano, de conformidad con lo establecido en la Constitución, la ley y las disposiciones reglamentarias;
b) La moralidad administrativa;
c) La existencia del equilibrio ecológico y el manejo y aprovechamiento racional de los recursos naturales para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, restauración o sustitución. La conservación de las especies animales y vegetales, la protección de áreas de especial importancia ecológica, de los ecosistemas situados en las zonas fronterizas, así como los demás intereses de la comunidad relacionados con la preservación y restauración del medio ambiente;
d) El goce del espacio público y la utilización y defensa de los bienes de uso público;
e) La defensa del patrimonio público;
f) La defensa del patrimonio cultural de la Nación;
g) La seguridad y salubridad públicas;
h) El acceso a una infraestructura de servicios que garantice la salubridad pública;
i) La libre competencia económica;
j) El acceso a los servicios públicos y a que su prestación sea eficiente y oportuna;
k) La prohibición de la fabricación, importación, posesión, uso de armas químicas, biológicas y nucleares, así como la introducción al territorio nacional de residuos nucleares o tóxicos;
l) El derecho a la seguridad y prevención de desastres previsibles técnicamente;
m) La realización de las construcciones, edificaciones y desarrollos urbanos respetando las disposiciones jurídicas, de manera ordenada, y dando prevalencia al beneficio de la calidad de vida de los habitantes;
n) Los derechos de los consumidores y usuarios.
Igualmente son derechos e intereses colectivos los definidos como tales en la Constitución, las leyes ordinarias y los tratados de Derecho Internacional celebrados por Colombia.
Parágrafo. Los derechos e intereses enunciados en el presente artículo estarán definidos y regulados por las normas actualmente vigentes o las que se expidan con posterioridad.
Acción de Nulidad
Código Contencioso Administrativo

ARTICULO 84. ACCION DE NULIDAD. Toda persona podrá solicitar por sí o por medio de representante, que se declare la nulidad de los actos administrativos.

Procederá no sólo cuando los actos administrativos infrinjan las normas en que deberían fundarse, sino también cuando hayan sido expedidos por funcionarios u organismos incompetentes, o en forma irregular, o con desconocimiento del derecho de audiencias y defensa, o mediante falsa motivación, o con desviación de las atribuciones propias del funcionario o corporación que los profirió.

También puede pedirse que se declare la nulidad de las circulares de servicio y de los actos de certificación y registro.

ANEXO 2

A continuación se presenta parte del documento CONPES 3162 de 2002 Lineamientos para la sostenibilidad del Plan Nacional de Cultura 2001-2010 “Hacia una Ciudadanía Democrática Cultural” correspondiente a los lineamientos de política para el Gobierno en materia de Cultura, lo cual resulta útil para efectos de conocer las tendencias de regulación y desarrollo del sector.
“IV. BASES PARA DEFINIR LA ACCIÓN DEL GOBIERNO: LINEAMIENTOS DE POLÍTICA
 
 
Las dificultades descritas en la sección anterior imponen grandes retos al sector para que se desarrolle y consolide. Potenciar los beneficios que la cultura puede aportarle al país supone reorientar al sector bajo unos claros lineamientos de política y emprender unas acciones muy concretas.
 
Para alcanzar los objetivos descritos en el Plan Nacional de Cultura 2001-2010 la política debe estar organizada bajo dos principios fundamentales:
 
i) El sector debe estar coordinado y liderado por una institución que concentre la responsabilidad y rinda cuentas por sus acciones. Esta entidad debe ser el MC, razón por la cual debe fortalecerse siguiendo las acciones que se describen más adelante.
 
ii) La reorganización del sector debe hacerse orientándolo al cumplimiento del Plan Nacional de Cultura. Esto supone adelantar acciones en cuatro áreas, tal como se describirá en la segunda parte de esta sección.
 
A. FORTALECIMIENTO DEL MINISTERIO
 
Para que pueda cumplir con el objetivo de liderar la coordinación e implementación del Plan Nacional de Cultura, el MC debe realizar las siguientes acciones:
 
i) Presentar la propuesta y plan de acción para adecuar su estructura y funcionamiento para poder responder a las tareas que le impone este documento. Esto deberá hacerlo bajo criterios de transparencia, calidad, eficiencia y cobertura (ANEXO 8: Estructura MC).
 
ii) Crear una instancia de coordinación técnica del Plan Nacional de Cultura dentro del Ministerio, con el objeto de orientar la implementación, monitoreo, evaluación y actualización de dicho Plan.
 
iii) Presentar la reglamentación en lo referente a cultura de la Ley 715 “por la cuál se dictan normas orgánicas en materia de recursos y competencias de conformidad con los artículos 151, 288, 356 y 357 (Acto legislativo 01 de 2001) de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones para organizar la prestación de los servicios de educación y salud, entre otros”.
 
iv) Elaborar un plan de acción que contenga los lineamientos de cómo va a apoyar los procesos de planeación regionales (planes estratégicos sectoriales, municipales y departamentales) y la gestión cultural de los municipios, casas de la cultura, fondos mixtos, bibliotecas, museos municipales y otras instituciones y sectores y la articulación de dichos procesos con el Plan Nacional de Cultura.
 
v) Reglamentar el Programa Nacional de Concertación de actividades artísticas y culturales.
 
Dicha reglamentación debe especificar los criterios de selección premiando los aportes propios, la asociatividad entre municipios y el impacto del proyecto sobre el desarrollo del sector. Debe también ajustar el mecanismo de convocatoria pública para que garantice la transparencia y equidad en la asignación y distribución de los recursos y debe establecer metodologías de seguimiento y evaluación física y financiera de los proyectos seleccionados.
 
vi) Evaluar y reestructurar el Sistema Nacional de Cultura (SNCu).
 
vii) Implantar procesos de seguimiento y evaluación física, financiera y de impacto a los programas y proyectos a cargo del Ministerio y de sus entidades adscritas y vinculadas.
 
B. REORGANIZACIÓN DEL SECTOR INFORMACIÓN
 
Para que el sector pueda contar con información veraz, oportuna y actualizada para mejorar su desempeño, los esfuerzos en esta materia deben concentrarse en el rediseño del SINIC de manera que le permita al Ministerio liderar los procesos de información a través de un mecanismo integral de captación, registro, organización y suministro de datos. Los procesos deben convertir la producción y utilización de la información en una práctica constante, dirigida a mejorar la toma de decisiones en el sector. Para ello el MC debe presentar planes de acción para desarrollar las siguientes áreas:
 
ESTADÍSTICAS E INDICADORES: EL SINIC debe elaborar un plan que recoja propuestas para la construcción de indicadores, metodologías de compilación y actualización de la información, y mecanismos de difusión y utilización de los datos. Así mismo, en colaboración con el DNP, debe diseñar indicadores cuantitativos y cualitativos que permitan medir el desempeño del sector y el impacto de las políticas.
 
Adicionalmente, en colaboración con el DANE, debe elaborar la creación y seguimiento de la cuenta satelital del subsector cultura y la generación de estadísticas especializadas del sector.
 
PROYECTOS DE INVERSIÓN NACIONAL : Reagrupar y reducir, en colaboración con el DNP, los proyectos de inversión nacional inscritos en el BPIN. Igualmente debe inscribir, con suficiente anticipación, los proyectos claves para el desarrollo futuro de este documento y del sector.
 
BANCO DE PROYECTOS CULTURALES (BANCULT): Es un sistema integrado de información que sirve como insumo para la toma de decisiones. En él podrán registrarse proyectos, priorizarlos, evaluarlos e identificar los que hayan tenido éxito para así armar el banco de proyectos exitosos en el sector.
 
El MC, con la ayuda del DNP, deben ser los responsables de desarrollar el BANCULT. Para ello, deberán diseñar las fichas de información, las metodologías de inscripción de proyectos, y los métodos de evaluación y generación de información que incida en el presupuesto del MC.
 
AGENDA DE CONECTIVIDAD DEL SECTOR CULTURAL: El Gobierno Nacional mediante la Directiva Presidencial 02/00 crea la Agenda de Conectividad, cuyo objetivo es que las entidades del Estado ofrezcan servicios de información a la ciudadanía en general, mediante el uso de herramientas tecnológicas. Dentro de este marco, y siguiendo sus directrices, la agenda de conectividad del sector cultura debe aprovechar las tecnologías de Información existentes (Internet, Intranet,
 
Extranet, redes de comunicaciones, etc.), y agrupar las herramientas interactivas que permitan al público en general tener acceso a la información en línea. En especial, debe poner en línea a las bibliotecas, archivos, museos, teatros, bandas, medios ciudadanos y comunitarios y otras organizaciones del sector en el país, debe reestructurar la página de Internet del Ministerio para convertirla en la base de un portal de las culturas colombianas y explorar la posibilidad de establecer centros de internet social al interior de las instituciones culturales.
 
CARTOGRAFÍA CULTURAL DE COLOMBIA: Contiene la información georeferenciada para reforzar la toma de decisiones de política e información que describe la vida cultural del país y del sector. El MC y el DANE, en asocio con las entidades territoriales, debe desarrollar los siguientes elementos:
 
a. Atlas Cultural de Colombia: mapas de productos, agentes y servicios, procesos culturales.
b. Censo de Creadores, Investigadores y Trabajadores de la Cultura: Caracteriza los participantes en el sector y su condición socioeconómica . Esta información debe servir de insumo para orientar decisiones presupuestales y reglamentar las actividades del sector. Ello es esencial, pues no hay datos concretos de cómo está conformado el sector cultural.
c. Calendario de Eventos Culturales: Es el inventario de la actividad cultural del país y debe servir como base para establecer sinergias entre los distintos eventos y movilizar el turismo cultural.
d. Directorio de creadores, investigadores, trabajadores de la cultura e Instituciones Culturales: Recopila la totalidad de los individuos y de las instituciones culturales públicas y privadas en el país y debe ayudar a articular sus iniciativas.
 
FINANCIACIÓN
 
La financiación de la actividad cultural debe dirigirse a identificar y aprovechar eficientemente las fuentes disponibles para que sean utilizadas en las actividades de mayor impacto. Las prioridades en este campo son:
 
FOMENTO A LAS INDUSTRIAS CULTURALES. Las industrias culturales22 se caracterizan por ser vehículos donde se genera diálogo intercultural, conocimiento, creatividad, información, procesos educativos, entretenimiento y se construyen sociedades más democráticas y participativas. Para ello desarrollan actividades de producción y comercio de bienes y servicios culturales y son agentes privados y públicos que custodian la memoria, creatividad y las identidades nacionales. Los sectores industriales y artesanales son motores de inversión, de transformación de insumos, son fuente de empleo, generan valor agregado e impulsan el crecimiento de las exportaciones.
 
Dadas las anteriores características, la intervención del Estado en este campo debe centrarse en:
 
a. Protección de derechos de autor: La violación de los derechos de autor desestimula la creación al reducir los ingresos de quienes derivan su sustento de esta actividad. Por ello es indispensable combatir la piratería a través del apoyo a las sociedades de gestión colectiva de derechos de autor, fortalecer el Convenio Antipirateria y las actividades que este realice.
b. Incentivos fiscales: Los incentivos tributarios deben dirigirse a estimular la producción de aquellos bienes que la sociedad considera meritorios. Este es el caso de algunos bienes culturales para los cuales los incentivos tributarios han demostrado tener un impacto positivo sobre el desarrollo de las industrias culturales como es el caso de la Ley General del Libro sobre la industria editorial en Colombia. Esta situación demanda del Estado una atención especial para revisar las cargas tributarias a los espectáculos públicos de carácter cultural y evaluar la conveniencia de crear exenciones de impuestos al comercio exterior, al valor agregado y a la renta para las actividades del sector23.
c. Otras líneas de fomento: Los recursos que el estado destine a la promoción de las industrias culturales deben dirigirse a buscar mejores condiciones financieras para las industrias a fomentar procesos de formación artística y técnica, a investigación, a fortalecer las asociaciones de creadores, productores y distribuidores, a ampliar con calidad la cobertura de su oferta y a generar condiciones equitativas de acceso al mercado.
d. Comercio exterior: A partir de las investigaciones que sobre el tema se han realizado en Colombia, se desprende que los mecanismos de incentivos que existen para las exportaciones son poco conocidos dentro del sector cultural. Teniendo en cuenta lo anterior, la estrategia a seguir es la de promover que el sector se apropie de los diferentes mecanismos de estímulo a las exportaciones, buscando que el sector cultural amplíe sus mercados y se inserte efectivamente en los mercados internacionales. Para ello el MC, con la ayuda del Ministerio de Comercio Exterior, debe realizar una convocatoria al sector para vincular efectivamente al sector cultural a los programas de incentivos a las exportaciones que adelante el gobierno.
 
FORMACIÓN DE PÚBLICOS: En el tiempo libre la gente busca espectáculos culturales, el cine, la música, el teatro, la danza, la palabra. En la medida en que los colombianos sean públicos activos y críticos (televidentes, radioescuchas, lectores, etc.), aumentará el consumo de bienes y servicios culturales y por esta vía el sector se hará más sostenible y dinámico. Para ello es necesario fortalecer programas de sensibilización y formación de públicos como días del libro, cine, música y patrimonio que sean capaces de convocar a los colombianos para apropiarse creativamente de las múltiples posibilidades de conocimiento, goce y disfrute que la cultura puede dar.
 
APOYO A LAS MIPYMES CULTURALES: Los proyectos realizados por la micro, pequeña y mediana empresa (MIPYMES) estimulan el crecimiento y la generación de empleo. Dado que en el sector cultura existe una gran cantidad de estas empresas, el MC debe en compañía del Ministerio de Desarrollo Económico, elaborar una estrategia para que las PYMES culturales aprovechen los programas que en esta materia adelante el gobierno.
 
ORGANIZACIONES Y CREADORES CULTURALES: Además del fortalecimiento de los derechos de autor descritos anteriormente el MC deberá buscar, a través de recursos públicos u otras fuentes, la ampliación de premios y becas a los generadores de cultura y el fortalecimiento de los programas existentes. Para tal fin el Ministerio debe apoyarse en la experiencia de entidades como Colciencias y sus programas de becas y financiación de grupos y centros.
 
RECURSOS PROPIOS DEL SECTOR CULTURAL: La nación y las entidades territoriales tienen la capacidad de generar recursos a través de la actividad cultural como la venta de servicios y productos culturales en espacios públicos de actividad cultural, la estampilla Procultura24 o impuestos a espectáculos públicos y a la producción cultural en general.
 
Las instituciones culturales públicas deben ser habilitadas para reinvertir los recursos generados por la venta de sus productos y servicios en sus actividades como se logró con los museos gracias a la ley 397/97.
 
Tal como se dijo anteriormente, la nación debe buscar que los recursos con que apoye a las regiones premien: i) el esfuerzo propio ii) la asociatividad y iii) el impacto sobre la construcción de paz y ciudadanía. Para que ello sea posible el MC debe definir las metodologías para evaluar los proyectos.
 
ALIANZAS CON OTROS SECTORES: Dada la transversalidad del sector cultural, establecer alianzas con sectores estratégicos es indispensable para potenciar su impacto.
 
a. Educativo: Crear alianzas locales para asociar a los dos sectores alrededor de programas culturales de calidad y ampliar su cobertura. Estas alianzas deben también orientarse a favorecer la infraestructura educativa con espacios, bienes y servicios culturales, impulsar la creación de centros de memoria apoyados en las bibliotecas, archivos, museos y otras unidades de memoria, y estimular la formación de valores, sentido de pertenencia y conciencia de la conservación. Finalmente, es indispensable avanzar en la profesionalización del sector cultural definiendo estándares de calidad muy estrictos para los programas educativos del sector.
b. Comunicaciones: Las alianzas aquí deben fortalecer la televisión pública cultural y promover su calidad. Ello implica instar a las productoras de televisión, cinematografía y publicidad, al uso de referentes nacionales y contenidos de la memoria e historia del país, con el fin de fortalecer el proceso de formación de nación; contribuir a la formación de grupos de producción de medios ciudadanos y comunitarios; y democratizar los medios de comunicación y las nuevas tecnologías.
c. Medio ambiente: En este caso las alianzas deben difundir y promover las relaciones entre el patrimonio cultural y el patrimonio natural, fomentar la valoración de los paisajes culturales, y salvaguardar los derechos colectivos de los pueblos indígenas y las comunidades negras sobre sus saberes tradicionales.
d. Comercio exterior y empresa: Tal como se mencionó al comienzo de esta sección, las alianzas en este campo deben potenciar la vinculación de las empresas culturales a los programas que adelante el gobierno. Por lo tanto se requiere elaborar una propuesta cultural integral que permita aprovechar la cooperación internacional y promover la cultura colombiana en el exterior.
e. Turismo cultural: La riqueza y diversidad de los patrimonios cultural y natural en Colombia la coloca a la vanguardia de las posibilidades de desarrollo de una industria de turismo cultural. Para ello debe, en compañía del Ministerio de Desarrollo, elaborar y poner en marcha un Plan de Turismo Cultural que explote todo el potencial de este sector.
 
FONDOS MIXTOS DEPARTAMENTALES Y DISTRITALES DE PROMOCIÓN DE LA CULTURA Y LAS ARTES25: El MC debe apoyar la reestructuración de estos Fondos para que sean viables, se consoliden como agencias de financiación del sector, se armonicen adecuadamente con los procesos socioculturales de las regiones y se asocien con otros para emprender proyectos a mayor escala. Igualmente el MC debe desarrollar la reglamentación y hacer una propuesta para conformar el Fondo Mixto Nacional de Promoción de la Cultura y las Artes26 para que sirva de mecanismo para financiar proyectos culturales de envergadura nacional.
 
REGULAR EL USO Y VIGILANCIA DE LOS RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL DE PARTICIPACIONES: Dentro de los recursos de las Participaciones de las regiones en los ingresos corrientes de la nación un 3% debe ser destinado al sector cultura. Como ente rector del sector, el Ministerio debe acompañar a través de asistencia técnica a las regiones en la utilización de estos recursos.
 
CONTROL DE RECURSOS PÚBLICOS EN LA SOCIEDAD CIVIL: Dada la escasez de recursos en el sector es indispensable que estos se utilicen con la mayor eficiencia y transparencia posible. Para ello es indispensable que el MC, de la mano del programa de lucha contra la corrupción, establezca veedurías ciudadanas que vigilen que los recursos sean utilizados en los programas y en las cuantías en que fueron asignados.
 
MEJORAR LA GESTIÓN DE RECURSOS EXTERNOS: Como complemento a los recursos propios, el MC debe conseguir una mayor cantidad de recursos externos que le permitan financiar sus programas de acuerdo con los lineamientos de la política cultural. Para ello, y con el apoyo de la Agencia Colombiana de Cooperación Internacional y del Departamento Nacional de Planeación, deberá elaborar una estrategia para obtener mayores recursos de fuentes externas. Así mismo, deberá diseñar un portafolio de productos y servicios culturales que atraiga la inversión privada y la cooperación internacional. (ej: ANEXO 9: Biblioteca básica). Finalmente, deberá también hacer un seguimiento y control de las inversiones en las fundaciones culturales.
 
LEGISLACIÓN
 
Si bien la normatividad del sector es suficiente para garantizar el desarrollo de sus procesos, es necesario ampliarla de acuerdo con sus necesidades y armonizarla con la de otros sectores y con la legislación internacional.
 
El MC debe entonces compilar, armonizar e identificar todos los vacíos legislativos en el sector para abrir una discusión especializada y en profundidad acerca de su normatividad. Para lograrlo, debe:
 
i) Hacer un estudio sistemático y comparado de dicha legislación que incluya sus relaciones intersectoriales y haga una propuesta legislativa integral27; ii) apoyar la conformación de un grupo de expertos en legislación cultural y derechos culturales; iii) formular una estrategia legislativa con base en los dos puntos anteriores ; iv) difundir los alcances de la legislación cultural; y v) continuar con la reglamentación de la Ley 397 / 97.
 
Más específicamente, la armonización de la legislación colombiana y la internacional, supone adoptar una posición en relación con acuerdos internacionales que regulan la circulación de bienes y servicios culturales en los escenarios de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO), la Organización Mundial del Comercio (OMC) y el Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA). De la misma manera, y en relación con el patrimonio cultural sumergido, se requiere que Colombia defina una posición frente a la Convención Mundial que sobre esta materia fue aprobada por la UNESCO.
 
GESTIÓN
 
Además de la labor de fortalecimiento que debe adelantarse al interior del MC, se debe mejorar la gestión en el resto del sector. Esto implica actuar en las siguientes áreas:
 
PROGRAMA NACIONAL DE FORMACIÓN EN GESTIÓN CULTURAL: El objetivo de este programa es formar una generación de relevo para que el sector disponga de un equipo técnico especializado de alta calidad en la formulación y gestión de proyectos culturales. Para esto se requiere que el MC, junto con el Ministerio de Educación Nacional, defina unos estándares mínimos de calidad y encuentre mecanismos para lograr que instituciones de alta categoría ofrezcan programas de formación en gestión cultural, al igual que el establecimiento de convenios con las universidades para promover la elaboración de tesis, investigaciones y pasantías en el sector cultural. Los responsables de los procesos e instituciones culturales deben entrenarse en el diseño y la gerencia de políticas públicas de manera que el sector logre no sólo consolidarse, sino también tender los vínculos que naturalmente lo relacionan con los distintos sectores del desarrollo.
 
SISTEMA NACIONAL DE CULTURA: El sistema debe reorientar su trabajo hacia la planeación, gestión y evaluación cultural. En particular debe concentrarse en reglamentar los perfiles, requisitos y funciones de los responsables de la actividad cultural territorial; asesorar los planes territoriales de cultura y su articulación con las políticas culturales nacionales; asesorar al MC, al ICFES y al Ministerio de Educación Nacional en coordinación con el Sistema Nacional de Formación Artística y Cultural (SINFAC),28 acerca de la reorganización del Programa Nacional de Formación en Gestión Cultural; articular los procesos de planeación con los de formación en los distintos territorios; y elaborar metodologías para la formulación y evaluación de proyectos culturales que se adecúen a las características de las diferentes culturas colombianas.
 
OBSERVATORIO DE POLÍTICAS CULTURALES: El propósito del observatorio radica en ofrecer información cultural especializada que se produce a nivel nacional e internacional. En este sentido su labor debe orientarse a cualificar la gestión cultural, a generar alternativas para la formación, a fomentar la investigación especializada y a apoyar la formulación, el seguimiento, la evaluación y la difusión de políticas públicas especializadas en cultura.
 
El observatorio debe ser la herramienta para realizar estas labores. Para ello debe fortalecerse con un equipo multidisciplinario, utilizar intensivamente la información que produzca el SINIC, llevar un registro de las políticas culturales regionales, recopilar los estudios nacionales e internacionales más importantes acerca de cultura y producir un informe anual de evaluación del sector. 
� Artículo 1.1,  Ley 397 de 1997.


� Cfr. Asamblea Nacional Constituyente, Gaceta Constitucional No. 45, p.57, consultable en � HYPERLINK "http://www.elabedul.net/Documentos/Temas/Asamblea_Constituyente/Gaceta_045.pdf" �http://www.elabedul.net/Documentos/Temas/Asamblea_Constituyente/Gaceta_045.pdf�


� V. Asamblea Nacional Constituyente, Op. Cit., Informe Ponencia presentado por los constituyentes Iván Marulanda, Jaime Benítez, Guillermo Perry, Angelino Garzón, Tulio Cuevas y Guillermo Guerrero;  p.56


� Esta idea de comunidad de propósito político se encuentra plasmada en el Preámbulo de la Constitución, el cual designa las máximas aspiraciones del Pueblo de Colombia con toda su diversidad étnica y cultural. Es decir, que aun existiendo diversidad étnica y cultural, el respeto y aseguramiento de la vida, la convivencia, el trabajo, la justicia, la igualdad, el conocimiento y la paz, son fines comunes a todos los colombianos. 


� V. Díaz, Luís Bernardo. Constitucionalismo Social- Hacia un nuevo Estado Social, Democrático de Derecho, 1ª Edición, Instituto María Cano, Bogotá D.C., 2001, p. 33.   


� Corte Constitucional, Sentencia C-671 del 09 de septiembre de 1999, M.P. Dr. Alfredo Beltrán Sierra.


� El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales fue adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 16 de diciembre de 1966 y entró e regir el 03 de enero de 1976. Colombia ratificó dicho Pacto mediante la Ley 24 de 1978. 


� Sobre el particular puede mencionarse la propuesta formulada en diferentes escenarios por el Dr. Jorge Enrique Pinzón Mateus, representante de los Fondos Mixtos de Cultura ante el Consejo Nacional de Cultura, consistente en que de los recursos destinados a la adquisición de material de guerra se destine un punto con destino a la Cultura, en una situación de compensación al considerar la Cultura como la antítesis de la guerra como la más valiosa herramienta de pacificación.


� Cfr. Consejo Nacional de Política Económica y Social, Departamento Nacional de Planeación, Documento CONPES 3162, Lineamientos para la sostenibilidad del Plan Nacional de Cultura 2001-2010 “Hacia una Ciudadanía Democrática Cultural”, Bogotá D.C. mayo de 2002. En este documento se demuestra la decreciente asignación de recursos para la Cultura, llegando a afirmar categóricamente que “Los recursos presupuestales de inversión nacional asignados al MC, con su correspondiente PAC, no han sido suficientes para atender las necesidades del sector.”


� V. Corte Constitucional, sentencias C-372 de 1994; C-506 de 1994; C-230 de 1995; C-316 de 1995; C-671 de 1999.


� V. artículo 209 de la Constitución Política de Colombia.


� Artículo 1º Ley 1185 de 2008.
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